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AL JUZGADO DE LO MERCANTIL DE ____________

QUE POR TURNO DE REPARTO CORRESPONDA
D/Dª


           
, mayor de edad, vecino/a de ____________  con domicilio en _




_________   
  ,de _________, CP ___________ titular de  DNI/NIE _____________ y teléfono  ___________, actuando en nombre y representación propios, ante el Juzgado comparezco y, respetuosamente, como mejor proceda en Derecho, DIGO:
Que por medio del presente escrito formulo DEMANDA DE JUICIO VERBAL EN RECLAMACIÓN DE CANTIDAD DE ______________________(indicar la cuantía pagada por el billete, -máximo 2.000€-), contra la COMPAÑÍA AÉREA ______________________ (identificar con su denominación social), con domicilio a efecto de notificaciones y emplazamientos en _____________________________________________ (domicilio social que conste en el billete de avión o consúltese en el anexo de instrucciones), con base en los siguientes 
HECHOS

Primero.- Que con fecha __ de __________ de 200_, compré un billete de avión a la compañía aérea demandada,  para viajar el día     del mes de              de        , como pasajero aéreo, desde el aeropuerto de                  (                 ) hasta el aeropuerto de                  (             ), el cual aboné mediante pago con la tarjeta nº ________  de la entidad bancaria ___________ como se acredita con el localizador del billete de avión y del extracto de la cuenta bancaria en la que se realizó el cargo del pago del citado billete que, como documentos nº 1 y 2, se acompañan, dejando designados, a efectos probatorios, los archivos tanto de la demandada como de la entidad bancaria.
Segundo.- Que a raíz de los acontecimientos extraordinarios y sobrevenidos de terrorismo en Francia y Bélgica en los que se ha declarado el estado de urgencia y sitio, ante la situación de inseguridad generada, cierre de transportes, suspensión de actividades culturales y aplicación de medidas extraordinarias limitadoras de los derechos civiles, con fecha de _____________ decidí anular los billetes, por lo que contacté con dicha Compañía para proceder a dicha cancelación  y tras comunicar mi propósito, esta última me ha comunicado, que la anulación de dichos billetes no era posible, aduciendo que así venía apuntado en sus condiciones generales de la contratación. 

Tal y como informa el Ministerio de Asuntos Exteriores, en el caso de Bélgica, a raíz de los atentados del 13 de noviembre en París, las autoridades belgas han aumentado el nivel de seguridad a 4 para la Región de Bruselas-Capital y a 3 para el resto del país (siendo 4 el máximo). El nivel 4 de alerta implica el cierre del metro y del tranvía subterráneo (no así del tranvía de superficie y del autobús), el cierre de colegios y universidades y la anulación de grandes eventos en la Región de Bruselas-Capital. Asimismo, no han abierto sus puertas la mayor parte de museos y centros comerciales. Algunas estaciones de tren de la ciudad (Schumann, Delta, Bruselas-Oeste y Mérode) están también cerradas. Por su parte, en el caso de Francia, atendiendo también ala información facilitada por el Ministerio de Asuntos Exteriores a raíz de los atentados del 13 de noviembre en París, las autoridades francesas han decretado el estado de urgencia, lo que comprende diversas medidas de seguridad pública reforzada, y aumentado aún más los controles fronterizos, que ya habían sido reforzados con ocasión de la 21ª Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP21/CMP11), del 13 de noviembre al 13 de diciembre de 2015. Numerosas actividades culturales y deportivas han sido canceladas y están prohibidas las concentraciones de gente en la calle. 

Si bien esto no afecta a los requisitos de entrada en la zona Schengen ni a la documentación necesaria para entrar en territorio francés o belga desde España es comprensible que ello supone una modificación sobrevenida de las circunstancias que entendemos justifica la cancelación por razón de fuerza mayor, estando sobradamente motivado la ausencia de una exposición gratuita a un riesgo severo del viajero, que proyectaba el desplazamiento como una ocasión de ocio y asueto familiar.

Se adjunta como documento nº 3 copia de la comunicación cursada a la demandada solicitando la anulación del pasaje y devolución de las cantidades abonadas. 

La cuestión no es pues tan solo la existencia de una amenaza terrorista, que por indeseable que resulte, de modo lamentable puede admitirse como consustancial a la época que vivimos en los últimos tiempos, sino la limitación de los derechos fundamentales que estos estados excepcionales implican y con ello una profunda alteración de las condiciones de vida que se desarrollan en el destino en cuanto a desplazamientos, concentración, ocio y en suma el desarrollo de una vida en condiciones de normalidad. Sobre este particular no existe precedente alguno en la Unión Europea que permitiera vislumbrar esta posibilidad. Ni siquiera en España, tras cruentos años de terrorismo y con la indeleble tragedia del 11-M se había llegado nunca a decretar una situación excepcional como la acordada en Francia y Bélgica.
Tercero.-  Todos los intentos llevados a cabo por esta parte a fin de llegar a una solución amistosa, han resultado infructuosos, motivo por el cual se ha visto obligada a presentar esta demanda, la cual se acompaña de la siguiente documentación. 
A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Jurisdicción. Resultan de aplicación los artículos 117 CE;  2, 9.1, 9.2, 21.1, 22 y 86 ter 2.b) LOPJ y 36 LEC que determinan que es la jurisdicción ordinaria la única competente para conocer de los negocios o demandas civiles que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros con arreglo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en los tratados y convenios internacionales en los que España sea parte.


Segundo.- Competencia. Teniendo la condición de usuario el actor y habiendo respondido éste a una oferta pública del demandado resulta competente el Juzgado de lo Mercantil ante el que comparecemos, correspondiente al domicilio del demandante, conforme a lo dispuesto en los artículos 52.2 LEC; art. 86 ter 2.b) y art. 3.1, 19 bis de la Ley 38/1988 de Demarcación y Planta Judicial. Así se ha pronunciado nuestro Tribunal Supremo de modo pacífico y reiterado a través de los Autos de 10 de octubre de 2007; 13 de abril de 2007; 5 de noviembre de 2004 y 7 de octubre de 2004, en resolución de los conflictos de competencia elevados. 

Tercero.- Capacidad y legitimación. Ambas partes se encuentran capacitadas y legitimadas activamente la demandante y pasivamente la demandada a tenor de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 10 LEC.


Cuarto.- Postulación y representación. Conforme a lo previsto en los artículos 23.2.1º y 31.2.1º LEC, aún siendo lego en derecho, esta parte comparecerá por sí misma sin asistencia letrada ni procurador.

Quinto.- Procedimiento, cuantía, copias de escritos y documentos y su traslado. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 248.2.2º, 250.2 LEC, corresponde dar a la presente demanda la tramitación prevista para el juicio verbal regulado en los artículos 437 y ss. LEC. Se cuantifica la presente demanda en la suma de XXX euros, en cumplimiento de lo impuesto por el art. 253 LEC. Se presentan así mismo los escritos y documentos debidamente firmados, respondiendo de su exactitud con acatamiento de lo imperado por el art. 274 LEC. Expresa el actor su voluntad de cumplir los requisitos exigidos por la Ley, interesando a tenor de lo establecido en el art. 231 LEC la subsanación de cualquier defecto en el que hubiera podido incurrirse.

Sexto.- Fondo.
A) Del principio pro consumatore. Consagran el principio pro consumatore lo establecido en los artículos 153 del Tratado Constitutivo de la Unión Europea, 51.1 y 53.3 CE. Nos hallamos ante reglas impuestas a los poderes públicos, que en consecuencia habrán de informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, vinculando en suma al legislador (STC 71/1982, de 30 de noviembre) y al juez y poderes públicos (SSTC 19/1982, de 5 de mayo y 14/1992, de 10 de febrero).
B) De la protección de los intereses económicos de los usuarios. Merecen especial tutela los intereses económicos de los consumidores según reconocen los artículos 8 b), 19, 128 y 132 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (TRLGDCU).

C) Sobre el derecho de desistimiento o renuncia unilateral del contrato de transporte aéreo.

C.1 Vuelo Regular
El desistimiento en los contratos de transporte aéreo, la regulación del mencionado derecho, lo establece el Artículo 95 de la Ley de la Navegación Aérea, en base al cual, “El pasajero puede renunciar a su derecho a efectuar el viaje obteniendo la devolución del precio del pasaje en la parte que se determine, siempre que aquella renuncia se haga dentro del plazo que reglamentariamente se fije”.  En desarrollo de dicho precepto, el Real Decreto 2047/1981, de 20 agosto sobre Cancelación de plazas y reembolso de billetes,  en sus  Artículos 1 y 2 configura el desistimiento del pasajero como derecho, que no debe irrogar gastos para quien lo ejerce, si bien en aquellos casos en que la cancelación de la plaza, realmente ocasione un perjuicio, a la Compañía Aérea  prefija como importe de la cancelación el 20% del precio del billete. El único requisito que se establece, es que dicha anulación sea notificada al menos con 24 horas de antelación, y para que dicha opción pueda ser exigida por la transportista se precisa autorización de la Subsecretaría de la Aviación Civil, y por tanto se refiere sólo y exclusivamente a vuelos regulares nacionales.

Por lo que respecta a la Contratación de un Vuelo Internacional con Compañía Extranjera, y dado que no existe normativa que regule el desistimiento "ad nutum" del consumidor, se considera que dicha laguna ha de ser solventada con remisión a la Ley nacional correspondiente. En este sentido y para el caso concreto de la Cancelación de vuelos por voluntad de la compañía transportista se ha manifestado Mª Jesús GUERRERO LEBRÓN en su obra, “La responsabilidad contractual del porteador aéreo en el transporte de pasajeros”, pag. 368, y por analogía se estima que dicha doctrina es igualmente aplicable a este caso. 
C.2.- Vuelo con Zona Tarifaria Reducida

En el presente caso a esta parte se le niega el derecho a anular los billetes de avión contratados, y por consiguiente la devolución de su importe aduciendo que, dado que se trata de un vuelo con tarifa reducida, con unos márgenes de beneficios muy exiguos,  a la ventaja de haber adquirido unos billetes a muy buen precio, hay que oponerle la asunción del riesgo de que en el caso de que el consumidor desee proceder  a su desistimiento unilateral, no va a ser posible la devolución del importe del precio del billete. A esto hay que oponer lo dispuesto en el artículo 95 de la Ley de la Navegación Aérea, en relación con los artículos 7 y siguientes del Real Decreto 227/1989, de 3 de marzo, por el que se adoptan las disposiciones necesarias para el desarrollo de la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas 87/601/CEE, de 14 de diciembre, sobre Tarifas para el Transporte Aéreo Regular entre estados miembros, a cuyo tenor“…la anulación o el cambio de reserva sólo serán posibles antes de la salida del viaje de ida y contra el abono de un 20 por 100 del precio del billete.”, lo que abona nuestra tesis de que anunciando la anulación antes de que salga el vuelo y con el sólo abono de dicho 20% del precio del billete se hace efectivo el derecho de desistimiento y surge el derecho a la devolución del importe reclamado.


D) De la concurrencia de fuerza mayor justificativa para la resolución 
del contrato.


Tal y como se ha puesto de manifiesto, la cancelación del vuelo por el actor obedeció a una causa de fuerza mayor, cual es la declaración de estados de urgencia y sitio en el lugar de destino. Sobre este particular resulta ilustrativo la previsión como causa bastante para la resolución del contrato de viaje combinado, sin penalidad alguna, en el artículo 160 TRLGDCU. 

En este sentido, conforme a una inveterada y pacífica jurisprudencia, ha de entenderse por fuerza mayor aquellas circunstancias ajenas a quien las invoca, anormales e imprevisibles cuyas consecuencias no habrían podido evitarse, a pesar de haber actuado con la diligencia debida. Dispone el artículo 1105 CC que fuera de los casos expresamente mencionados en la ley, y de los que así lo declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieron podido preverse, o que, previstos, fueran inevitables. Así ha sido también interpretado por nuestro Tribunal Supremo, sirviéndome de epítome por su amplio repertorio jurisprudencial la STS de 23 de noviembre de 2004. Y, trasladando la doctrina anterior al caso concreto que nos ocupa se ha venido admitiendo de modo análogo la existencia de una enfermedad grave como supuesto de fuerza mayor justificativo de la cancelación de un viaje, resultando ilustrativa la SAP de Zaragoza de 1 de abril de 2005, en la que a fortiori, la enfermedad ni tan siquiera era de uno de los viajeros, sino de un familiar directo. Así se pronunció la Audiencia aragonesa: “En su consecuencia, este Tribunal sí que aprecia la existencia de una circunstancia apropiada para la suspensión de un viaje. Por una parte una enfermedad coronaria que requiere ingreso hospitalario de una mujer de 90 años es un suceso «inevitable» (…). Por ello, procederá la devolución íntegra del precio del viaje”. 

Con la misma contundencia falla la SAP de Málaga de 25 de julio de 2005, concluyendo la indubitada concurrencia de fuerza mayor en el caso de enfermedad de un familiar: “Respecto a si es o no es un evento de fuerza mayor la enfermedad grave y súbita de un familiar, la Sala no puede sino compartir el acertado criterio de la sentencia apelada, pues en una mujer no anciana como sin duda lo es hoy en día una persona de 67 años, no es previsible el infarto cerebral, sobre todo si no padecía patología previa, dice la hija que "estaba perfecta", y aun si hubiera sido prevista difícilmente hubiera sido evitable por parte de los perjudicados por la suspensión de su viaje, y parece evidente que constituye una irresponsabilidad irse en esas condiciones a un viaje a Canarias, viaje que en cualquier caso y en esas circunstancias no hubiera sido disfrutado en su objetivo de descanso y relajación con el que fue concebido”.

Finalmente, este es el criterio también compartido por la SAP de Vizcaya de 20 de abril de 2005: “Esta Sala comparte las argumentaciones explicitadas en la resolución recurrida pues, como bien señala, la enfermedad es un supuesto inevitable y ajeno a la actora, que en el presente supuesto por obvias razones de relación y afección parental directamente lo concierne. Por lo demás resulta indudable que la disposición 9.4 de la Ley de Viajes Combinados como certeramente determina la resolución recurrida excluya cualquier indemnización a cargo del cliente en los supuestos de fuerza mayor, cual en el presente caso se estima concurrente”. En el mismo sentido esta misma Audiencia se pronuncia en Sentencia de 15 de abril de 2005. Y con idéntica sensibilidad la SAP de Guadalajara de 23 de diciembre de 2004
En el caso del transporte aéreo y de las cláusulas contractuales limitativas del derecho de cancelación del usuario sobre este particular ya se pronunció, en procedimiento de acción de cesación para la defensa de los intereses colectivos de los consumidores y usuarios la SAP de Barcelona 363/2013 de 21 de octubre, ya inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación. En ella se determina el carácter abusivo de las condiciones generales que impiden al usuario la cancelación del billete por causa de fuerza mayor como es la enfermedad de un familiar.

En idéntica línea argumentativa cabe sostener que la amenaza terrorista unida a la adopción de estados excepcionales por parte de los gobiernos nacionales en los que se suspende el desarrollo de la vida ordinaria, se limitan los derechos fundamentales, se cancelan espectáculos y transportes ha de ser calificada como un supuesto de fuerza mayor. 
Constando pues la comunicación cursada a la compañía y estando acreditado la causa extraordinaria que motiva la cancelación resulta plenamente justificada la petición del demandante.
E) Rebus sic stantibus.

Tal y como ha destacado la STS de 30 de junio de 2014 y corrobora con posterioridad la STS de 15 de octubre de 2014:



(…) en torno a la valoración del régimen de aplicación de la cláusula rebus sic stantibus, debe señalarse que en la actualidad se ha producido un cambio progresivo de la concepción tradicional de la figura referenciada en un marco de aplicación sumamente restrictivo o excepcional (…) Por contra, en la línea del necesario ajuste o adaptación de las instituciones a la realidad social del momento y al desenvolvimiento doctrinal consustancial al ámbito jurídico, la valoración del régimen de aplicación de esta figura tiende a una configuración plenamente normalizada, en donde su prudente aplicación deriva de la exigencia de su específico y diferenciado fundamento técnico y de su concreción funcional en el marco de la eficacia causal del contrato. Esta tendencia hacia la aplicación normalizada de esta figura, reconocible ya en las Sentencias de esta Sala de 17 y 18 de enero de 2013 (núms. 820 y 822/2012 , respectivamente) en donde se reconoce que la actual crisis económica, de efectos profundos y prolongados de recesión económica, puede ser considerada abiertamente como un fenómeno de la economía capaz de generar un grave trastorno o mutación de las circunstancias, también responde a la nueva configuración que de esta figura ofrecen los principales textos de armonización y actualización en materia de interpretación y eficacia de los contratos (Principios Unidroit, Principios Europeos de la Contratación o el propio Anteproyecto relativo a la modernización del Derecho de Obligaciones y Contratos de nuestro Código Civil).



(…) En este sentido, si en virtud de la buena fe el acreedor no debe pretender más de lo que le otorgue su derecho y el deudor no puede pretender dar menos de aquello que el sentido de la probidad exige, todo ello de acuerdo a la naturaleza y finalidad del contrato; también resulta lógico, conforme al mismo principio, que cuando, fuera de lo pactado y sin culpa de las partes y de forma sobrevenida, las circunstancias que dotaron de sentido la base o finalidad del contrato cambian profundamente, las pretensiones de las partes, lo que conforme al principio de buena fe cabe esperar en este contexto, pueden ser objeto de adaptación o revisión de acuerdo al cambio operado. Esta relación entre el principio de buena fe y la cláusula rebus sic stantibus ya ha sido reconocida por esta Sala, caso, entre otras, de la Sentencia de 21 de mayo de 2009 (núm. 1178/2004 ).



(….) Con carácter general, establecido el nexo entre el plano causal del contrato y la tipicidad contractual de la cláusula, la valoración de la incidencia que determina la mutación o el cambio de circunstancias, es decir, la posible alteración causal del contrato, se realiza de un modo objetivado mediante el recurso concorde de dos criterios de concreción de dicha tipicidad. Con el primero, a través de la doctrina de la base del negocio, se contrasta principalmente el alcance de dicha mutación o cambio respecto del sentido o finalidad del contrato y de la conmutatividad o equilibrio prestacional del mismo. De esta forma, el contraste de la denominada base objetiva del negocio nos permite concluir que la mutación o cambio de circunstancias determina la desaparición de la base del negocio cuando:

· La finalidad económica primordial del contrato, ya expresamente prevista, o bien derivada de la naturaleza o sentido del mismo, se frustra o se torna inalcanzable.

· La conmutatividad del contrato, expresada en la equivalencia o proporción entre las prestaciones, desaparece prácticamente o se destruye, de suerte que no puede hablarse ya del juego entre prestación y contraprestación.



Complementariamente, el contraste de la denominada base subjetiva del negocio nos permite llegar a idéntica conclusión en aquellos supuestos en donde la finalidad económica del negocio para una de las partes, no expresamente reflejada, pero conocida y no rechazada por la otra, se frustra o deviene inalcanzable tras la mutación o cambio operado.



Por su parte, el otro criterio concorde a esta función delimitadora de la tipicidad contractual en la aplicación de esta figura viene representado por el aleas o marco de riesgo establecido o derivado del negocio, el denominado "riesgo normal del contrato". En este sentido, el contraste se realiza entre la mutación o cambio de circunstancias y su imbricación o adscripción con los riesgos asignados al cumplimiento del contrato ya por su expresa previsión, o bien por su vinculación con los riesgos propios que se deriven de la naturaleza y sentido de la relación obligatoria contemplada en el contrato, de forma que para la aplicación de la figura el cambio o mutación, configurado como riesgo, debe quedar excluido del "riesgo normal" inherente o derivado del contrato.



En suma, estos criterios de tipicidad nos responden, en una primera instancia o contraste, a las preguntas básicas que plantea la posible atención jurídica a todo cambio de circunstancias o de condiciones, si dicho cambio tiene entidad suficiente, esto es, altera el estado de las cosas de un modo relevante, y si dichas alteración debe tener consecuencias para las partes implicadas.


La regulación de los efectos que sobre el contrato despliega una excesiva onerosidad sobrevenida no es en tampoco extraña en nuestro entorno comparado ni en los textos internacionales, siendo unánime su aceptación doctrinal por los más avezados juristas. En Alemania la Ley de Reforma del Derecho de Obligaciones introdujo la previsión de la doctrina “Geschäftsgrundlage” en el § 313 BGB. En Italia, el artículo 1467 CC regula la “eccessiva onerosità sopravvenuta”. En Holanda, los artículos 6:258 y 6:260 contienen normas específicas para el problema del cambio de las circunstancias contractuales. En los países de corte anglosajón son aplicadas las reglas de la “frustration of contract” o de la “commercial impracticability”. En Guatemala, siguiendo la estela italiana, sus artículos 687 y 1.330 permiten la modificación d o extinción contractual por circunstancias sobrevenidas. En Bolivia es contemplada en el artículo 581. En Paraguay en el artículo 672. En Perú en el artículo 1.440. El Código civil de Brasil aborda la regulación de la “onerosidade excessiva” en su artículo 478. En Argentina, desde la reforma de 1968 se contempla la aplicabilidad de la “imprevisión” a los contratos bilaterales conmutativos, unilaterales, onerosos y conmutativos de ejecución diferida o continuada. Y, a nivel internacional, el principio de “hardship” es regla consagrada en el artículo 6.2.1 del UNIDROIT delos contratos comerciales internacionales. Finalmente en el artículo 6.111 de los Principios de Derecho Europeo de Contratos redactad por la Comisión Lando es recogida la previsión de “change of circumstances”. En definitiva, la invocación de la cláusula rebus sic stantibus no puede sostenerse que resulte extravagante ni ajena a los principios imperantes en derecho y no deja de ser una proyección de los tradicionales principios de buena fe y caso fortuito adaptados a la realidad social y económica en que vivimos.

F) De la responsabilidad objetiva del transportista. En relación con la responsabilidad objetiva del transportista es de aplicación lo dispuesto en los artículos 147 y 148 TRLGDCU y artículo 116 Ley Sobre Navegación Aérea.
Séptimo-. Valoración de la prueba. Según lo dispuesto en el artículo 217.7 LEC, corresponde al juzgador valorar las pruebas teniendo presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes en el litigio. En este sentido, se ha manifestado el TS a través, entre otras de sus Sentencias de 8 de febrero o 22 de diciembre de 2001, trasladándose de modo particular esta doctrina al usuario de transporte aéreo a título ilustrativo por la SAP de Madrid de 26 de septiembre de 2002.

Octavo. Intereses.  Han de adicionarse al principal los intereses correspondientes por aplicación de lo dispuesto en los artículos 1101 CC y 576 LEC.


Noveno.- Costas. Han de imponerse las costas a la demandada conforme a lo establecido en el artículo 394 LEC. A mayor abundamiento, en casos como el presente, ha de apreciarse la mala fe del demandado conforme a lo dispuesto en el 395 LEC, toda vez que la compañía aérea ha desatendido las reclamaciones y requerimientos previos efectuados por el usuario, forzándole pese a la razonabilidad de su pretensión a acudir finalmente al órgano judicial, conscientes del desánimo que suele embargar a la mayoría de los usuarios que desisten de la vía judicial. Así se ha venido entendiendo a modo ilustrativo por la SAP de Vizcaya de 30 de noviembre de 2007 que razona: “mala fe que se sintetiza en la conducta procesal o preprocesal de la Compañía Aérea especialmente destinada a dilatar u obstaculizar la satisfacción de las legítimas pretensiones de la parte actora, que se vio perjudicada durante sus vacaciones navideñas con la pérdida de su maleta”.

Décimo.- Iura Novit Curia. Y en todo lo no invocado resulta de aplicación el principio iura novit curia, plasmado en el art. 218.1 LEC.

En virtud de lo expuesto,

SUPLICO AL JUZGADO: Se tenga por presentado éste escrito junto con los documentos y copias que se acompañan, se sirva admitirlo, y en mérito al mismo tenga por formulada DEMANDA DE JUICIO VERBAL EN RECLAMACION DE CANTIDAD XXX € euros contra la mercantil identificada en su encabezamiento y, previo cumplimiento de los trámites procesales de rigor y recibimiento del pleito a prueba interesado desde este momento, se dicte en su día sentencia por la que, estimando íntegramente ésta demanda,  se condene a la Compañía la devolución del importe total de los billetes y subsidiariamente a la devolución del importe abonado previo descuento del 20% del billete. Todo ello con los intereses y costas procedentes
Es justicia, que respetuosamente se espera alcanzar, tal y como se pide, en ___________, a __ de ________ de 2015
Fdo: _____________
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